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EXP. N.o 1397-2001-AAlTC 
AYACUCHO 
ÁNGEL DE LA CRUZ POMASONCCO y OTROS 

SENTENCIA DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL 

En Lima, a los 9 días del mes de octubre de 2002, reunido el Tribunal Constitucional en 
sesión de Pleno Jurisdiccional, con asistencia de los señores Magistrados Rey Terry, 
Presidente; Aguirre Roca, Alva Orlandini, Bardelli Lartitigoyen, Gonzales Ojeda y 
García Toma, pronuncia la siguiente sentencia, con el voto singular discrepante del 
Magistrado Aguirre Roca 

ASUNTO 

Recurso extraordinario interpuesto por don Ángel de la Cruz Pomasoncco y otros, 
contra la sentencia de la Segunda Sala Mixta de la Corte Superior de Justicia de 
Ayacucho, de fojas 442, su fecha 10 de octubre de 2001, que declara improcedente la 
acción de amparo de autos. 

ANTECEDENTES 

Con fecha 27 de julio de 2001, don Ángel de la Cruz Pomasoncco, doña Judith Mary 
uillén Velásquez, don Edgar Andrés Mendieta Callirgos, doña Bertta Luz Vargas 
érez, don Néstor Vásquez Ayala y doña Zarita Chancos Mendoza, interponen acción 
e amparo contra la Entidad Prestadora de Servicios de Saneamiento de Ayacucho S.A. 

(EPSASA), con el objeto de que se ordene reincorporarlos a dicha empresa, se les 
cancele sus remuneraciones dejadas de percibir y, sin perjuicio de ello, se disponga abrir 
la instrucción correspondiente contra los funcionarios que resulten responsables. 
Sostienen que celebraron con la emplazada sucesivos contratos de prestación de 
servicios personales, a plazo fijo y sujetos a modalidad, los últimos de los cuales 
estuvieron vigentes hasta el 30 de junio de 2001 , fecha en que la demandada dio por 
concluidas las relaciones laborales. Señalan también que, en virtud del principio de 
primacía de la realidad, ha operado la desnaturalización de los mencionados contratos, 
convirtiéndose en indefinidos, y que, además, adolecen de simulación y fraude a la ley, 
debido a que los demandantes ocupaban cargos que formaban parte de la estructura 
orgánica de la entidad, y desempeñaban sus labores bajo características de 
subordinación, dependencia y permanencia; asimismo, habían superado el periodo de 
prueba que fija la ley, todo lo cual afecta sus derechos al trabajo, al debido proceso, a la 
defensa y a la estabilidad laboral. 

El Gerente General de EPSASA contesta la demanda negándola y contradiciéndola, 
fundamentalmente por considerar que, gozando su representada de la facultad para 
rescindir el contrato a su vencimiento, sólo cumplió lo convenido. Agrega que los 
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contratos se celebraron con el acuerdo voluntario sobre cada una de las cláusulas entre , 
ellas, la de vigencia. 

El Segundo Juzgado Civil de Huamanga, con fecha 22 de agosto de 2001 , declara 
fundada la demanda en lo que respecta a la reposición de los actores en los cargos que 
venían desempeñando, fundamentalmente por considerar que los recurrentes superaron 
el período de prueba establecido en la ley, convirtiéndose en indeterminado el plazo de 
duración de sus contratos. En cuanto al extremo referido al pago de las remuneraciones 
dejadas de percibir, la declara improcedente, por considerar que el amparo no es la vía 
idónea para formular dicha pretensión. 

La recurrida revoca la apelada y declara improcedente la demanda, estimando, entre 
otros aspectos, que no se aprecia la violación o amenaza de violación de los derechos 
constitucionales invocados, habiéndose limitado la demandada a dar por concluidos los 
contratos al término del plazo establecido en ellos. 

FUNDAMENTOS 

l . Conforme aparece en el petitorio de la demanda, su objeto es que se ordene a la 
Entidad Prestadora de Servicios de Saneamiento de Ayacucho S.A. (EPSASA) la 
reincorporación de los recurrentes, quienes aducen que a pesar de haber suscrito 
diversos contratos de trabajo sujetos a modalidad, han venido realizando labores de 
naturaleza permanente, existiendo, por consiguiente, simulación o fraude a las 
normas laborales por parte de la demandada, lo que supone que, en aplicación del 
artículo 7]0, inciso d) del Texto Único Ordenado (TUO) del Decreto Legislativo N. o 

728, sus contratos debieron considerarse como de duración indeterminada, por lo 
cual no podían ser despedidos sino por causa justa. 

2. Este Colegiado considera que para la dilucidación de la presente controversia es 
necesario detallar diversos aspectos de concepto así como ratificar premisas 

/1 definidas a través de jurisprudencia precedente, la que por otra parte y como ocurre 
en el caso de autos, fue emitida respecto a procesos en los cuales se reclamaba la 
defensa o tutela del derecho al trabajo como atributo de relevancia constitucional. 

3. El régimen laboral peruano se sustenta, entre otros criterios, en el llamado principio 
de causalidad, en virtud del cual la duración del vínculo laboral debe ser garantizada 

ientras subsista la fuente que le dio origen. En tal sentido, hay una preferencia por 
a contratación laboral por tiempo indefinido respecto de aquella que pueda tener 

una duración determinada. Dentro de dicho contexto, los contratos sujetos a un 
plazo tienen, por su propia naturaleza, un carácter excepcional, y proceden 
únicamente cuando su objeto 10 constituye el desarrollo de labores con un alcance 
limitado en el tiempo, sea por la concurrencia de determinadas circunstancias o por 
la naturaleza temporal o accidental del servicio que se va a prestar. Como resultado 
de ese carácter excepcional, la ley les establece formalidades, requisitos, 
condiciones, plazos especiales e, incluso, sanciones, cuando, a través de ellos, 
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utilizando la simulación o el fraude, se pretende evadir la contratación por tiempo 
indeterminado. Dentro de estos contratos, a los que el TUO del Decreto Legislativo 
N. o 728 denomina Contratos de Trabajo Sujetos a Modalidad, se encuentra el 
contrato temporal y el contrato accidental-ocasional. Mientras que el primero 
corresponde cuando deben realizarse actividades que no pueden ser satisfechas por 
el personal permanente de una entidad, el segundo se utiliza cuando se requiere la 
atención para necesidades transitorias, distintas a las actividades habituales de una 
empresa. Para ambos supuestos la ley establece plazos máximos de duración, así 
como la exigencia de que las causas objetivas determinantes de la contratación 
consten debidamente por escrito. 

4. Cabe señalar que, conforme al artículo 77° de la misma norma, los contratos sujetos 
a modalidad se considerarán como de duración indeterminada si el trabajador 
contratado temporalmente demuestra que el contrato que suscribió se fundamentó 
en la existencia de simulación o fraude a las normas laborales, situación que se 
verifica cuando la causa, objeto y/o naturaleza de los servicios que se requieren 
contratar corresponden a actividades ordinarias y permanentes, y cuando, para eludir 
el cumplimiento de normas laborales que obligarían a la contratación por tiempo 
indeterminado, el empleador aparenta o simula las condiciones que exige la ley para 
la suscripción de contratos de trabajo sujetos a modalidad, cuya principal 
característica es la temporalidad. En tal sentido, un contrato suscrito sobre la base de 
estos supuestos se debe considerar como de duración indeterminada, y cualquier 
determinación por parte del empleador para la culminación de la relación laboral 
sólo puede sustentarse en una causa justa establecida por la ley, de 10 contrario se 
trataría de un despido arbitrario, cuya proscripción garantiza el contenido esencial 
del derecho al trabajo, reconocido por el artículo 22° de la Constitución Política 
vigente. 

5. En el presente caso, ha quedado plenamente acreditada la naturaleza permanente y 
ordinaria de las actividades realizadas y los cargos ocupados por los demandantes 
durante la vigencia de la relación laboral, situación que, incluso, ha sido corroborada 
por la Autoridad Administrativa de Trabajo, conforme consta a fojas 336 y 
siguientes de autos, y por el propio tenor de los contratos, que no han cumplido con 
consignar de manera expresa las causas objetivas determinantes de la contratación. 
Ante tales circunstancias este Colegiado tiene la plena convicción de que la empresa 
demandada simuló necesidades temporales para suscribir contratos de trabajo 
sujetos a modalidad, con el fin de evadir las normas laborales que obligaban a una 
contratación por tiempo indeterminado. 

La ruptura del vínculo laboral, sustentada en una utilización fraudulenta de una 
modalidad de contratación como la descrita, tiene, por consiguiente, el carácter de 
un despido absolutamente arbitrario, frente al cual y como lo ha venido defmiendo 
el Tribunal Constitucional (tanto con su conformación actual , como con la pasada), 
procede la reposición como finalidad eminentemente restitutoria de todo proceso 
constitucional de tutela de derechos. Para llegar a dicha conclusión ya se ha 
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sostenido, y ahora se vuelve a reiterar, que la protección adecuada a la que se refiere 
el artículo 27° de la Constitución, no puede ser interpretada como una facultad de 
disposición absolutamente discrecional del legislador, que habilite como alternativa 
exclusiva y excluyente la representada por la indemnización. Si en los procesos 
ordinarios es posible concebir fórmulas de protección distintas a las estrictamente 
resarcitorias, con mayor razón pueden predicarse para los procesos constitucionales, 
donde el propósito no es otro que la restauración de las cosas al estado anterior a la 
violación o amenaza de violación de un derecho constitucional, tal y como lo 
establece el artículo 1 ° de la Ley N .O 23506. 

Es peliinente precisar que el desarrollo del artículo 27.° de la Constitución se 
encuentra particularmente acotado por los artículos 34.° y 38.° del Decreto 
Legislativo N.O 728. Por su formal rotulación y ubicación estructural, dichos normas 
tratan sobre los derechos subjetivos de un trabajador ante la constatación de un 
despido fraudulento, el cual, tal como se ha establecido en la ejecutoria 
constitucional recaída en el Exp. N.O 976-0l-AA (Caso Eusebio Llanos Huasco), 
tiene la opción de escoger entre la indemnización o la reposición; habiéndose 
inclinado el Tribunal por esta última en razón de la vía y la acción de garantía objeto 
de estudio. 

El artículo 27° de la Constitución puede entenderse interpretativamente como 
protector de la persona humana, cuya vocación se inscribe dentro del respeto a los 
valores que informan el Estado de Derecho, y por lo cual no puede admitir en modo 
alguno la consagración de la arbitrariedad como modo de interrelación personal. 

7. Detectado el despido arbitrario, tras haberse comprobado la distorsión en la 
utilización del artículo 77°, inciso d) del TUO del Decreto Legislativo N.O 728, 
resulta evidente que si los demandantes acuden a la vía del amparo constitucional, 
no es con el propósito de que se disponga su indemnización, sino con la fmalidad 
concreta, por lo demás claramente expresada en el petitorio de la demanda, de que 
se les restituya en sus puestos de trabajo. Concluir en que la única alternativa a la 
que podrían acogerse los recurrentes es la indemnización a la que se refiere el 
artículo 34° del Decreto Legislativo N.O 728, significaría incurrir en el absurdo de 
interpretar a la Constitución de conformidad con la ley, cuando la actividad de este 
Colegiado, como la de cualquier otro juzgador constitucional, obliga exactamente a 
lo contrario; es decir, a interpretar la ley de conformidad con la Constitución. Ello 
impone considerar, como no puede ser de otra manera, que no puede ser aplicable al 
caso de los recurrentes el citado dispositivo legal en tanto no les otorgue la opción 
reparadora, que por el contrario, sí le dispensa el proceso constitucional. 

Cabe añadir, una vez más, que con el razonamiento precedente no se está evaluando 
el despido producido exclusivamente desde la perspectiva de los requisitos que la 
ley impone, sino desde la óptica que proporciona el cuadro de valores materiales 
establecido por la Constitución. La lesión a los derechos constitucionales, por lo 
tanto, no se concreta con el sólo hecho de no haber cumplido con la ley, por lo que 
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ésta, strictu sensu, representa, sino por haber utilizado la figura del contrato de 
trabajo sujeto a modalidad y el ulterior despido supuestamente habilitado por el 
mIsmo, como un mecanismo de vulneración o distorsión de tales atributos 
esenciales. 

9. Habiéndose acreditado circunstancias evidentemente gravosas en el comportamiento 
de la demandada, resulta de aplicación al caso de autos el artículo 11 0 de la Ley N. o 

23506 . 

10. Finalmente y en lo que respecta al pago de las remuneraciones dejadas de percibir, 
este Colegiado, reiterando el criterio uniforme de anteriores sentencias, considera 
desestimable tal petición, habida cuenta que la remuneración es la contraprestación 
por el trabajo efectivamente realizado, lo que no ha sucedido en el presente caso. 

Por estos fundamentos, el Tribunal Constitucional, en uso de las atribuciones que le 
confieren la Constitución Política del Perú y su Ley Orgánica, 

FALLA 

REVOCANDO la recurrida que, revocando la apelada, declaró improcedente la acción 
de amparo. Reformándola, la declara FUNDADA; en consecuencia ordena que la 
demandada reponga a los demandantes en sus puestos de trabajo, o en otros similares, 
sin el pago de las remuneraciones dejadas de percibir durante el periodo no laborado . 
Dispone la notificación a las partes, su publicación conforme a ley y la devolución de 
los actuados. 

ss. 

REYTERRY 

AL V A ORLANDINI~d=:-P:::'-~-=----­

BARDELLI LARr .... ·'"-'6 

GONZALES O DA 
GARCÍATOM 

j 
e certifico: 

1-----------------------
sar Cubas Longa 

S EC ETARIO RE L ATOR 


